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SCI-812-2012
Comunicación de acuerdo 


	Para:
	Dr. Julio C. Calvo A, Rector
Comisión Permanente Especial Ciencia, Tecnología y Educación
Asamblea Legislativa


	De: 
	Licda. Bertalía Sánchez Salas, Directora Ejecutiva 
Secretaría del Consejo Institucional
Instituto Tecnológico de Costa Rica 

	
Fecha:
	
10 de octubre del 2012

	
	

	Asunto:
	Sesión Ordinaria No. 2787 Artículo 16, del 10 de octubre del 2012.  Pronunciamiento del Consejo Institucional sobre el Proyecto de Ley “Fortalecimiento de la Ley Fundamental de Educación, No. 2160 de 25 de setiembre de 1957 y sus Reformas, para garantizar que la educación sea inclusiva”, Expediente No. 18.350



Para los fines correspondientes se transcribe el acuerdo tomado por el Consejo Institucional, citado en la referencia, el cual dice:

CONSIDERANDO QUE:

1.  El Estatuto Orgánico del ITCR, establece:

“Artículo 3
Para el cumplimiento de sus fines, el Instituto Tecnológico de Costa Rica se rige por los siguientes principios: 
…
g.  La igualdad de oportunidades para el ingreso y permanencia de los estudiantes en la Institución
 
Artículo 106:
El Instituto garantizará la igualdad de oportunidades para el ingreso y permanencia de los estudiantes en la Institución. Esto lo hará mediante programas y reglamentos que tiendan a establecer las condiciones requeridas para el cabal aprovechamiento de sus estudios.”

2. En Sesión Ordinaria No. 2773 del Consejo Institucional, celebrada el 28 de junio de 2012, se conoce la propuesta del Proyecto de Ley “Fortalecimiento de la Ley Fundamental de Educación, No. 2160 de 25 de setiembre de 1957 y sus Reformas, para garantizar que la educación sea inclusiva”, Expediente No. 18.350 y se dispone solicitar el criterio a la Escuela de Educación Técnica, Centro de Desarrollo Académico, Consejo Docencia y Comisión de Asuntos Académicos y Estudiantiles.

3. Mediante oficio SCI-510-2012, del 28 de junio de 2012, suscrito por la Licda. Bertalía Sánchez Salas, Directora Ejecutiva de la Secretaría del Consejo Institucional, dirigido al M.Sc. Miguel Guevara, Director de la Escuela de Educación Técnica, MEP. Ulises Rodríguez, Director del Centro de Desarrollo Académico, Ing. Luis Paulino Méndez, Presidente del Consejo de Docencia y al Ing. Jorge Chaves, Coordinador de la Comisión de Asuntos Académicos y Estudiantiles, se les solicita criterio técnico sobre el Proyecto de Ley “Fortalecimiento de la Ley Fundamental de Educación, No. 2160 de 25 de setiembre de 1957 y sus Reformas, para garantizar que la educación sea inclusiva”.

4. La Secretaría del Consejo Institucional, recibe oficio ViDa-550-2012, del 27 de julio de 2012, suscrito por el Ing. Luis Paulino Méndez, Vicerrector de Docencia y el MA. Ulises Rodríguez, Director del CEDA, dirigido a la Licda. Bertalía Sánchez Salas, Directora Ejecutiva de la Secretaría del Consejo Institucional, en el cual adjunta el análisis realizado por la Vicerrectoría de Docencia y el CEDA, a través de la M.Sc. Rosa Inés Lira, Asesora del CEDA, y que en lo conducente dice:

Análisis del Expediente Legislativo N° 18.350: Fortalecimiento de la Ley Fundamental de Educación, N° 2160 de 25 de setiembre de 1957 y sus reformas, para garantizar que la Educación sea Inclusiva.

I. Introducción 

Tal y como está escrito el ‘Proyecto de Ley Fortalecimiento de la Ley Fundamental de Educación N° 2160 del 25 de setiembre de 1957 y sus Reformas para Garantizar que la Educación sea Inclusiva’, amerita dosis de reflexión, antes de emitir cualquier resolución al respecto. 

Se presenta esta opinión abarcando los siguientes puntos: considerandos generales, observaciones, confusiones y recomendaciones que se derivan de su análisis y que podrían coadyuvar con la toma de decisiones ante este proyecto de Ley, el cual es sin duda, complejo. 

II. Considerandos generales 

A. La Educación Especial vive un proceso de transformación permanente el cual se da en un marco nacional de políticas públicas y en un escenario de lineamientos internacionales que dan cuenta del giro paradigmático, desde un modelo médico hacia uno educativo inicialmente, sustentado en el movimiento de integración educativa y fundamentado actualmente en el de la inclusión. 

B. Por la propia naturaleza de la educación inclusiva, sus alcances y propósitos y siendo sus principios dirigidos a una población sensible, merecedora de esos alcances y protegida por convenios nacionales e internacionales de derecho, resulta imposible estar en contra del Enfoque de la Educación Inclusiva. 

C. El concepto de discapacidad intelectual que ofrece la Asociación Americana de Retraso Mental (AARM) es dinámico y funcional, lo que permite entenderlo desde el desempeño de la persona y no desde los rasgos clínicos observables, es decir, cobra mayor importancia la manera en que las personas responden a las demandas del entorno y las formas que encuentran para adaptarse. Esto hace que “se los pueda ver como alguien que presenta una forma particular, dinámica y con posibilidades siempre abiertas a su desarrollo y que, dentro de sus posibilidades y condición física, merece ser llevada a su máximo potencial”, Correa (1999 citado por Illanes & Von Furstenberg, 2012 p.70). 

D. Inmerso en el concepto general de discapacidad intelectual está la denominación de discapacidad cognitiva, siendo entendida “como una dificultad funcional específica en procesos cognitivos, habilidades de procesamiento y estilos de pensamiento, que determinan el desempeño y el aprendizaje de una persona”, Correa, (1999 citado por Illanes & Von Furstenberg, 2012 p.70). 

E. Según lo indica Illanes & Von Furstenberg, (2012) “La educación inclusiva ha mostrado eficiencia al mantener a los jóvenes incluidos en ambientes normalizados como es la educación media, favoreciendo el desarrollo de habilidades sociales y autonomía, sin embargo no los prepara para la inserción laboral futura”(p.70). 
	…
     La Educación Inclusiva demanda recurso económico y exige también políticas claras en materia presupuestaria. Es decir, en lo relacionado con la creación de nuevas plazas, contratación de profesionales en el área de la educación inclusiva, capacitación docente … acompañamiento constante en la clase por especialistas en educación especial para estos estudiantes, además del profesor del curso; materiales especializados: dispositivos Braille, lenguaje de señas etc. Derechos que han sido respaldados por organismos internacionales como la Organización de las Naciones Unidas (ONU), la Organización de Estados Americanos (OEA), la Organización Internacional del Trabajo (OIT), la Convención sobre los derechos de las personas con discapacidad de la ONU (Ley N°8661) ratificada por Costa Rica en el 2008, la cual reconoce los derechos de esta población para acceder a la educación incluyendo la universitaria. En el ámbito nacional se cuenta con la Ley: De Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad o Ley N° 7600, y la creación del Centro Nacional de Recursos para la Inclusión Educativa (CENAREC), decreto N° 30224-MEP. 

3. La educación inclusiva requiere de una transformación en el proceso de enseñanza y aprendizaje, específicamente en las prácticas didácticas y metodológicas de dicho proceso. Como bien lo ha expresado Guajardo, (2010) en el enfoque de la educación inclusiva “todo profesor ha de ser responsable de crear ambientes y situaciones para el aprendizaje de carácter inclusivo para todos y todas sus estudiantes”. Estudios de la UNESCO/OREALC (2004), (2008), y el documento de Booth & Ainscow, (2002) señalan lo siguiente: La amplitud del paradigma de la educación inclusiva demanda cambios en las prácticas de todos los profesionales que trabajan para dar respuesta al derecho que tienen las personas a aprender (…) estos cambios están dirigidos principalmente a eliminar las barreras de distinta naturaleza que limitan las oportunidades de aprendizaje y el pleno acceso y participación de todos los alumnos y alumnas en las actividades educativas. 

4. El enfoque de la educación inclusiva exhorta a las universidades, a asumir el reto de repensar el quehacer académico de los profesores, pero no en forma aislada ni orientada únicamente hacia la ‘inclusividad’, sino enmarcada en toda la complejidad de su escenario actual. Es decir, inmersa en factores como la masificación de la educación superior, la diversidad sociodemográfica y cognitiva del alumnado, el crecimiento del número de estudiantes con dificultades de aprendizaje y con problemas emocionales o conductuales, la diferencia de niveles en una misma aula universitaria, la rendición de cuentas, calidad, pertinencia; todos estos escenarios y exigencias están sumergidas en déficits presupuestarios y escases de recursos. A pesar de ello, las universidades deben dar respuesta a las mismas. Consecuentemente, se tensiona el quehacer docente -especialmente en los Tecnológicos- ya que la formación tecnológica profesional que se imparte, se da en contextos situados, en los cuales se focaliza el desarrollo de ciertos dominios cognitivos y habilidades específicas para el desempeño de los estudiantes en el campo de las ingenierías y otras ciencias análogas… Es debido a estas particularidades de la formación universitaria, que el Banco Mundial (2002) es una de las instancias que exige a la educación superior, en particular a los tecnológicos, estar ligados a la empresa o mercado laboral; así lo externa y exige: “Las universidades deberían ser más (…) competitivas y sensibles a las exigencias cambiantes del mercado laboral” (p. xix). Dentro de este difícil escenario de exigencias, es importante mencionar la opinión de Escudero y Martínez (2011, p.86) quienes al respecto también indican: “Ahora todas las reformas se declaran inclusivas aunque, en realidad, la mayoría de ellas no se han implementado para, o no son capaces de, evitar la exclusión o frenarla” (p.86). Como puede denotarse, educar para la diversidad conlleva implícitamente “una vertiente que pone en entredicho el discurso y la estructura organizacional oficial, al cuestionar desde sus fundamentos las formas tradicionales de organización escolar e incluso aquellas [refiriéndose a las universidades] que se configuran bajo las nuevas directrices de los modelos de gestión de la calidad (Sistemas de Gestión de la Calidad [SGS] y normas ISO), las cuales pasan a ser verdaderas estructuras inmutables a las que deben ceñirse las instituciones de nivel superior” (Villaruel, 2012, p.4). Las anteriores son situaciones que complejizan la respuesta de las universidades. Consecuentemente y ante este cúmulo de afirmaciones, y ante la inexistencia de un marco normativo o legislativo en el presente proyecto de Ley que indique cómo coadyuvaría el Estado con las Universidades para hacerle frente a estos retos. 

5. Es preciso dejar claro y firme que las anteriores observaciones, no llevan implícito un aura negativa ante el enfoque de la Educación Inclusiva, sino más bien realista; pues como se afirmó anteriormente nadie en sus cinco sentidos podría estar en contra de la Educación Inclusiva…. 

IV. Confusiones. 

Tal y como se expresó anteriormente, no se puede estar en contra del enfoque de la Educación Inclusiva y lo que esta representa. Difícilmente alguien podría contravenir los principios de la Educación Inclusiva, a riesgo de situarse en controversia. Sin embargo, es el actual Proyecto de Ley, por sí mismo, lo que genera insatisfacción, y provoca confusión por las siguientes razones: 

a.- ¿Por qué el presente ‘Proyecto de Ley Fortalecimiento de la Ley Fundamental de Educación N° 2160 del 25 de setiembre de 1957 y sus Reformas para Garantizar que la Educación sea Inclusiva’ carece de un marco orientador sobre el concepto de Educación Inclusiva? 

b.- ¿Por qué el mencionado Proyecto de Ley, no presenta el concepto de ‘Discapacidad intelectual’ de la Asociación Americana de Retraso Mental (AARM)?, ¿Será que ignoraban la existencia del mismo?, ¿Será que no fueron lo suficientemente exhaustivos para investigar y fundamentar adecuadamente el mencionado proyecto? 

c.- ¿Por qué el mencionado ‘Proyecto de Ley Fortalecimiento de la Ley Fundamental de Educación N° 2160 del 25 de setiembre de 1957 y sus Reformas para Garantizar que la Educación sea Inclusiva’ no presenta el concepto de ‘Discapacidad cognitiva’? 

d.- Si la Ley 7600 en el Título V, capítulo I, sección VI, artículo 73: ‘reformas a la ley N°2160 Ley Fundamental de Educación’, con anterioridad ya había planteado reformas a esta última Ley, específicamente a los artículos 27 y 29 de la misma, ¿Por qué no se procedió a la aprobación recomendada de estos dos únicos artículos? ¿Por qué se complejiza el asunto introduciendo el Enfoque de la Educación Inclusiva, sin presentar un marco legal, conceptual y procedimental adecuado, sólido, accesible, solvente o al menos sostenible para que el sistema educativo costarricense, incluido el universitario pueda asumir los alcances de la Educación Inclusiva? 

e.- ¿Por qué el presente Proyecto no se planteó como un fortalecimiento de la Ley 7600? En lugar de presentarlo bajo el amparo de la Ley Fundamental de Educación la cual, en mi opinión personal, tiene espíritu propio y está dirigido al desarrollo educativo y no tanto a la educación inclusiva? Esta última sí es parte de paradigma transformacional de la Educación Especial o Diferencial que fundamenta el marco de proyección de la Ley N° 7600. Este elemento llama poderosamente la atención. 

V. Por lo tanto. 

1. No podríamos recomendar a los respetables miembros del Consejo Institucional del TEC, la aprobación o no aprobación a dicho proyecto de Ley, hasta tanto la misma no especifique el detalle de la gestión y la disponibilidad de recursos presupuestarios, humanos y de infraestructura necesarios para poder poner en marcha el verdadero significado de la educación inclusiva en todo el sistema educativo incluyendo el universitario. 

2. El presente proyecto de ley –tal y como está redactado– presenta lagunas normativas, conceptuales y económicas que dificultarían aún más la gestión de la diversidad en las universidades y en el sistema educativo costarricense. Ante estos vacíos evidenciados anteriormente, es fácil dimensionar lo que Escudero y Martínez (2011) dictan al señalar que “el horizonte de la inclusión no solo está lejano sino que es arduo y complejo” (p 94). De ahí que el actual proyecto de Ley en estudio, lo que provoca es insatisfacción. La igualdad sin recursos, ni condiciones solo redundará en mayor desigualdad y esto no es justo para esa población, ni para nuestra ética como académicos universitarios. 

3. En caso de aprobarse esta ley, la misma  debe presentar un cronograma de implementación, en el tiempo, para que las diferentes instituciones, públicas y privadas, atiendan en el tiempo cada una de sus consideraciones normativas… 

ACUERDA: 

a. Reconocer la necesidad de que el país cuente con una Ley para garantizar que la Educación sea inclusiva. 

b. Pronunciarse en contra del Proyecto de Ley “Fortalecimiento de la Ley Fundamental de Educación, No. 2160 de 25 de setiembre de 1957 y sus Reformas, para garantizar que la Educación sea inclusiva”, Expediente No. 18.350; hasta que se consideren las recomendaciones y observaciones emitidas por los ente técnicos consultados de esta Institución.

c. Comunicar. ACUERDO FIRME.
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